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TESIS RELEVANTES DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2018 AL 11 DE ENERO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación; de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

ENERO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018983  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 35/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. FORMA DE CALCULAR EL PLAZO QUE DEBE 
TOMARSE EN CUENTA A EFECTO DE FIJAR EL MONTO DE LA GARANTÍA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
132 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Conforme al artículo 136 de la Ley de Amparo, la suspensión surte efectos desde el momento en 
que se pronuncia el acuerdo relativo y deja de surtirlos si dentro del plazo de 5 días siguientes al en 
que surta efectos la notificación del acuerdo de suspensión, el quejoso no otorga la garantía fijada 
y así lo determina el órgano jurisdiccional. Sin embargo, la ley citada no señala de manera específica 
el plazo para que se resuelva el juicio constitucional en la vía directa, a efecto de fijar el monto de 
la garantía respectiva; de ahí que, para determinarlo, debe atenderse al tiempo probable de su 
duración, pues precisamente durante ese lapso estará suspendida la ejecución del acto reclamado. 
Al respecto, la ley mencionada establece los siguientes plazos para tramitar y resolver el juicio de 
amparo directo: el artículo 178 prevé el de 5 días para que la autoridad responsable certifique las 
fechas de notificación y presentación, corra traslado al tercero interesado y rinda informe 
justificado; el artículo 179, el de 3 días para que el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito 
provea sobre la admisión de la demanda; el artículo 181, el de 15 días para alegar o promover 
amparo adhesivo; el artículo 183, el de 3 días para turnar el expediente y el de 90 días posteriores 
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para pronunciar la sentencia; y el artículo 184, el de 10 días siguientes a su aprobación para la firma 
del engrose. La suma de los plazos aludidos es de 126 días hábiles, que divididos entre los días 
hábiles del mes calendario (en general 22 por mes), dan un total de 5.7 meses, plazo al que deben 
agregarse los días para realizar las notificaciones de cada una de las actuaciones necesarias, 
relevantes e indispensables para poder tramitarlo; de ahí que se considere que, por lo general, el 
juicio de amparo puede durar 6 meses, siendo este último parámetro el que debe observarse para 
fijar el monto de la garantía correspondiente cuando la suspensión se solicita al promover el juicio 
de amparo; no obstante, en atención a que la resolución de los juicios de amparo directo no siempre 
ocurre durante los plazos legales, pues en la práctica pueden existir distintas cuestiones que 
generarán un aumento en el lapso para su resolución, se considera válido que la autoridad facultada 
para decidir sobre la suspensión pueda, fundada y motivadamente, aumentarlo, siempre y cuando 
advierta razones que en el caso concreto justifiquen que la duración del juicio se prolongará más 
allá de la regla general apuntada, sin perjuicio de que el tercero interesado pueda solicitar por hecho 
superveniente el aumento de la garantía por la demora en la solución del juicio. Asimismo, el plazo 
precisado puede disminuirse cuando la suspensión se solicite con posterioridad a la presentación 
de la demanda, para lo cual, habrá de atenderse al momento en el cual se solicita, pues el plazo de 
duración del juicio será menor. Lo anterior, para que se restaure eficazmente el equilibrio perdido 
entre las partes ante la concesión de la suspensión del acto reclamado. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 78/2018. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Vigésimo Segundo Circuito. 4 de octubre de 2018. Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis I.9o.C. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO. PLAZO PROBABLE 
EN QUE DEBERÁ RESOLVERSE PARA FIJAR LA GARANTÍA CONFORME A LA LEY DE AMPARO 
VIGENTE.", aprobada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 
2017, página 2755, y 
 
Tesis XXII.1o.A.C.5 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA 
CUANTIFICAR EL MONTO DE LA FIANZA QUE SE FIJA PARA QUE SURTA EFECTOS DICHA MEDIDA, 
DEBE ATENDERSE AL PLAZO DE 90 DÍAS QUE PARA RESOLVER EL JUICIO PREVÉ EL ARTÍCULO 183 DE 
LA LEY DE AMPARO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 
de julio de 2018 a las 10:13 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 1622. 
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El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número 35/2018 (10a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018980  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 34/2018 (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LOS AGRAVIOS. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE AMPARO, PROCEDE EN UN RECURSO DE QUEJA CUANDO EL ÓRGANO REVISOR 
ADVIERTE EL DESECHAMIENTO INDEBIDO DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO, POR NO 
ACTUALIZARSE UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 
 
El precepto citado faculta al órgano jurisdiccional a suplir la deficiencia de los conceptos de violación 
o agravios cuando advierta que ha habido en contra del quejoso o del recurrente una violación 
manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
1o. de la Ley de Amparo. Ahora bien, la suplencia referida procede en un recurso de queja cuando 
se combate la resolución que desechó la demanda de amparo indirecto por actualizarse una causa 
manifiesta e indudable de improcedencia, siempre y cuando se advierta: i) la existencia de una 
violación manifiesta de la ley; y, ii) que dicha violación haya dejado sin defensa al quejoso. Lo 
anterior es así, pues al analizar la resolución recurrida, el órgano jurisdiccional debe verificar en 
primer lugar si se violó de manera evidente la ley, esto es, si se transgredió el artículo 113 de la Ley 
de Amparo y, en segundo lugar, si dicha transgresión dejó al quejoso sin defensa, lo cual debe 
entenderse como una afectación sustancial dentro del procedimiento y que se actualiza al negar el 
acceso a la acción de amparo con un desechamiento que no se apega al marco jurídico aplicable. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 369/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 20 de septiembre de 2018. Mayoría de ocho votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alberto Pérez Dayán y Luis María 
Aguilar Morales; votaron en contra Norma Lucía Piña Hernández y Javier Laynez Potisek. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva 
Díaz. 
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Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XXVII.3o. J/27 (10a.), de título y subtítulo: "QUEJA CONTRA EL DESECHAMIENTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI ÉSTE SE APOYÓ EN UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA QUE NO 
ES MANIFIESTA NI INDUDABLE, ELLO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LA LEY QUE DEJA EN ESTADO 
DE INDEFENSIÓN AL RECURRENTE, POR LO QUE PROCEDE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LOS AGRAVIOS 
FORMULADOS EN DICHO RECURSO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de junio de 2015 
a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, 
Tomo II, junio de 2015, página 1743; y, 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 48/2016. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número 34/2018 (10a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018973  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P./J. 36/2018 (10a.)  
 
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. ANTE LA FALTA DE PREVISIÓN EN LA NORMATIVA ESTATAL DE 
LÍMITES DE REPRESENTACIÓN PARA LA CONFORMACIÓN DE LOS AYUNTAMIENTOS, NO DEBE 
ACUDIRSE A LOS LÍMITES DE SOBRE- Y SUBREPRESENTACIÓN FIJADOS CONSTITUCIONALMENTE 
PARA LA INTEGRACIÓN DE LOS CONGRESOS LOCALES. 
 
En términos del artículo 115, fracciones I, primer párrafo y VIII, primer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las entidades federativas tienen amplia libertad 
configurativa para implementar el principio de representación proporcional en el orden municipal, 
sin que el Texto Constitucional les exija el cumplimiento irrestricto de límites específicos de sobre- 
y subrepresentación en la integración de los Ayuntamientos (como sí se hace para la integración de 
los Congresos Locales); de donde se sigue que la condicionante constitucional es más bien que las 
normas que regulen la integración de los Ayuntamientos por medio de los principios de mayoría 
relativa y de representación proporcional no estén configuradas de manera que esos principios 
pierdan su operatividad o funcionalidad en el sistema representativo municipal. 
Consecuentemente, si en la legislación estatal no se fijaron límites de sobre- y subrepresentación 
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para el régimen municipal, no debe acudirse a los límites impuestos en el artículo 116, fracción II, 
párrafo tercero, constitucional, para la conformación de los Congresos Locales, sino que la 
valoración de la operatividad o funcionalidad de los principios de mayoría relativa y de 
representación proporcional en el ámbito municipal deberá hacerse caso por caso y en atención a 
la configuración establecida por cada legislador estatal, es decir, será de acuerdo con las reglas de 
configuración impuestas legislativamente y sus efectos en la integración de los entes municipales lo 
que será objeto de análisis para apreciar si la legislación estatal respectiva salvaguarda o no 
adecuadamente los principios de mayoría relativa y de representación proporcional exigidos 
constitucionalmente, sin que exista una regla previa y específica de rango constitucional que 
requiera de manera forzosa el cumplimiento de límites de sobre- y subrepresentación determinados 
en la integración de los Ayuntamientos. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 382/2017. Entre las sustentadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 8 de 
noviembre de 2018. Unanimidad de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas con reservas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea obligado por la votación de la procedencia y existencia de la contradicción, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo obligado por la votación de la procedencia y existencia de la contradicción, 
Norma Lucía Piña Hernández obligada por la votación de la procedencia y existencia de la 
contradicción, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales con algunas 
consideraciones diversas. Ausentes: José Ramón Cossío Díaz y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al 
resolver el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-JDC-
567/2017 y acumulados, y el diverso sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 97/2016 y su acumulada 98/2016. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, aprobó, con el número 36/2018 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de noviembre 
de dos mil dieciocho. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018965  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P. VII/2018 (10a.)  
 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR DE PRUEBA. CONTENIDO DE ESTE 
DERECHO FUNDAMENTAL. 
 
La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de 
que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular 
distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "estándar de 
prueba" o "regla de juicio", en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a 
los Jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas 
de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; 
mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la 
presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la que 
establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es 
suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece 
a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la 
cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
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Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, aprobó, con el número VII/2018 
(10a.), la tesis aislada que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018964  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: P. VI/2018 (10a.)  
 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR DE PRUEBA. CONDICIONES PARA 
ESTIMAR QUE EXISTE PRUEBA DE CARGO SUFICIENTE PARA DESVIRTUARLA. 
 
Para poder considerar que hay prueba de cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia, 
el juez debe cerciorarse de que las pruebas de cargo desvirtúen la hipótesis de inocencia 
efectivamente alegada por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, 
debe descartarse que las pruebas de descargo o contraindicios den lugar a una duda razonable sobre 
la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte acusadora. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
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de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, aprobó con el número P. 
VI/2018 (10a.), la tesis aislada que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos 
mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018954  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 33/2018 (10a.)  
 
INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA LA ADMISIÓN, 
PREPARACIÓN Y DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL GRAFOSCÓPICA, ES APLICABLE LA LEY DE 
AMPARO. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a la Ley de Amparo abrogada, 
estableció que al ser la demanda de amparo un documento privado, es susceptible jurídicamente 
de ser objetado de falso, en términos de su artículo 153 –correlativo del 122 de la Ley de Amparo 
vigente–, por lo que la prueba pericial grafoscópica –que es la idónea para demostrar la falsedad de 
la firma que calza una demanda de amparo– es una institución que se encuentra suficientemente 
reglamentada en la Ley de Amparo y, por tanto, conforme a ésta deben regirse su admisión, 
preparación y desahogo, sin que deba acudirse a la aplicación supletoria del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, ya que las diferencias sustanciales en el desahogo de esa prueba tanto en la 
Ley de Amparo como en el código adjetivo procesal, hacen que lo establecido en dicha codificación 
(prueba colegiada), resulte incompatible e incongruente con los principios y bases que rigen el 
medio de control constitucional; máxime que en la segunda parte del artículo 122 referido, se previó 
expresamente que tratándose del incidente de objeción de documentos, en relación con las pruebas 
relativas a demostrar su autenticidad, como son la testimonial, la pericial o la de inspección judicial, 
debe estarse a lo dispuesto por el artículo 119 de la Ley de Amparo, con excepción del plazo de 
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ofrecimiento que será de 3 días contados a partir del siguiente al de la fecha de suspensión de la 
audiencia. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 80/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil, ambos del Séptimo Circuito. 9 de octubre 
de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales; votó en contra: Norma Lucía Piña Hernández. 
Ausentes: Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver 
el recurso de reclamación 3/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el recurso de reclamación 18/2014. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número 33/2018 (10a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018952  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P. V/2018 (10a.)  
 
IN DUBIO PRO REO. INTERPRETACIÓN DEL CONCEPTO DE "DUDA" ASOCIADO A DICHO PRINCIPIO. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el citado principio forma parte del 
derecho fundamental a la presunción de inocencia en su vertiente de estándar de prueba. Ahora 
bien, el concepto de "duda" implícito en el principio in dubio pro reo debe entenderse como la 
existencia de incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, incertidumbre 
que no sólo está determinada por el grado de confirmación de esa hipótesis, sino también 
eventualmente por el grado de confirmación de la hipótesis de la defensa, en el supuesto de que 
existan pruebas de descargo que la apoyen. De esta forma, cuando la hipótesis de la defensa es total 
o tendencialmente incompatible con la hipótesis de la acusación, el hecho de que aquélla se 
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encuentre confirmada por las pruebas disponibles genera una incertidumbre racional sobre la 
verdad de la hipótesis que sustenta el Ministerio Público, lo que se traduce en la existencia de una 
duda razonable sobre la culpabilidad del imputado. En este orden de ideas, entender la "duda" a la 
que alude el principio in dubio pro reo como incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis 
de la acusación, no sólo exige abandonar la idea de que para determinar si se actualiza una duda 
absolutoria el juez requiere hacer una introspección para sondar la intensidad de su convicción, sino 
también asumir que la duda sólo puede surgir del análisis de las pruebas disponibles. En 
consecuencia, la satisfacción del estándar de prueba no depende de la existencia de una creencia 
subjetiva del juez que esté libre de dudas, sino de la ausencia dentro del conjunto del material 
probatorio de elementos que justifiquen la existencia de una duda. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número V/2018 (10a.), la 
tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018951  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P. VIII/2018 (10a.)  
 
IN DUBIO PRO REO. ESTE PRINCIPIO GOZA DE JERARQUÍA CONSTITUCIONAL AL CONSTITUIR UNA 
REGLA IMPLÍCITA DE LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el citado principio forma parte del 
derecho fundamental a la presunción de inocencia y, como tal, goza de jerarquía constitucional. 
Asimismo, se ha establecido que el concepto de "duda" asociado al principio in dubio pro reo no 
debe interpretarse en clave psicológica, es decir, como la "falta de convicción" o la "indeterminación 
del ánimo o del pensamiento" del juez, toda vez que sería una interpretación contraria a un 
entendimiento garantista de la presunción de inocencia. En efecto, asumir que la "duda" hace 
referencia al "estado psicológico" que las pruebas practicadas en el proceso pueden suscitar en el 
juez es algo propio de las concepciones que utilizan la idea de "íntima convicción" como estándar 
de prueba. Estas concepciones subjetivistas de la prueba no sólo impiden establecer objetivamente 
cuándo existe evidencia suficiente para tener por acreditada una hipótesis probatoria, sino que 
además resultan incompatibles con los principios que rigen la valoración racional de los medios de 
prueba, por lo que si una condena se condiciona a los "estados de convicción íntima" que pueda 
llegar a tener un juez en relación con la existencia del delito y/o la responsabilidad del imputado, se 
abre la puerta a la irracionalidad porque esos estados de convicción pueden emerger en el juzgador 
sin que haya una conexión entre éstos y la evidencia disponible. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
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Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, aprobó, con el número 
VIII/2018 (10a.), la tesis aislada que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de 
dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018950  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: P. IV/2018 (10a.)  
 
IN DUBIO PRO REO. OBLIGACIONES QUE IMPONE ESTE PRINCIPIO A LOS TRIBUNALES DE AMPARO. 
 
La presunción de inocencia es un derecho fundamental de observancia obligatoria para todas las 
autoridades jurisdiccionales del país en el marco de cualquier proceso penal, por lo que es 
indiscutible que los tribunales de amparo deben protegerlo en caso de que los tribunales de 
instancia no lo respeten. Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 
el principio in dubio pro reo forma parte de dicho derecho fundamental en su vertiente de estándar 
de prueba. De esta manera, si se asume que la "duda" a la que alude el citado principio hace 
referencia a la incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, es 
perfectamente posible que para determinar si un tribunal de instancia vulneró la presunción de 
inocencia, los tribunales de amparo verifiquen si en un caso concreto existían elementos de prueba 
para considerar que se había actualizado una duda razonable. En este sentido, la presunción de 
inocencia, y específicamente el principio in dubio pro reo, no exigen a los tribunales de amparo 
conocer los estados mentales de los jueces de instancia, ni analizar la motivación de la sentencia 
para determinar si se puso de manifiesto una duda sobre la existencia del delito y/o la 
responsabilidad del acusado. Cuando se alega una violación al in dubio pro reo o la actualización de 
una duda absolutoria, la presunción de inocencia impone a los tribunales de amparo el deber de 
analizar el material probatorio valorado por los tribunales de instancia para cerciorarse que de éste 
no se desprende una duda razonable sobre la culpabilidad del acusado. Si esto es así, lo relevante 
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no es que se haya suscitado la duda, sino la existencia en las pruebas de condiciones que justifican 
una duda. En otras palabras, lo importante no es que la duda se presente de hecho en el juzgador, 
sino que la duda haya debido suscitarse a la luz de la evidencia disponible. Así, la obligación que 
impone el derecho a la presunción de inocencia a un tribunal de amparo en estos casos consiste en 
verificar si, a la luz del material probatorio que obra en la causa, el tribunal de instancia tenía que 
haber dudado de la culpabilidad del acusado, al existir evidencia que permita justificar la existencia 
de una incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación, ya sea porque ésta 
no se encuentre suficientemente confirmada o porque la hipótesis de inocencia planteada por la 
defensa esté corroborada. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número IV/2018 (10a.), la 
tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018948  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: P. III/2018 (10a.)  
 
EJERCICIO ILEGAL DE SERVICIO PÚBLICO. LA MODALIDAD PREVISTA EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 259 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO, ESTABLECE UN DELITO DE RESULTADO CUYA FORMA COMISIVA ES LA "COMISIÓN POR 
OMISIÓN". 
 
La porción normativa citada al rubro establece que comete el delito de ejercicio ilegal de servicio 
público, el servidor público que "[t]eniendo obligación por razones de empleo, cargo o comisión, de 
custodiar, vigilar, proteger o dar seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos, 
incumpliendo su deber, en cualquier forma propicie daño a las personas o a los lugares, instalaciones 
u objetos, o pérdida o sustracción de objetos que se encuentren bajo su cuidado". Al respecto, esta 
Suprema Corte entiende que esta modalidad delictiva, prevista en la fracción IV del artículo 259 del 
Código Penal para el Distrito Federal, constituye un delito de resultado material, pues para su 
comisión se requiere una modificación en el mundo fáctico que afecte el bien jurídico tutelado por 
la norma, consistente en la debida prestación del servicio público. Además, la forma comisiva de 
este delito es la comisión por omisión, toda vez que el resultado material se produce al haber 
incumplido el sujeto activo el deber que los servidores públicos tienen, por razones del cargo, de 
proteger personas u objetos que se encuentran bajo su cuidado, lo que significa que el sujeto activo 
no evitó la producción del resultado material estando obligado a ello. 
 
PLENO 
 
Amparo directo 61/2014. Alejandro Garniño Tejeda y otro. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete 
votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 14/2015. Juan Manuel García Chávez. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 15/2015. Ángel Muñoz Rico. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María 
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Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 16/2015. Sergio Figueroa Hernández. 30 de octubre de 2017. Mayoría de siete votos 
de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek 
y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre de dos mil dieciocho, aprobó, con el número III/2018 
(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintinueve de noviembre de dos 
mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018943  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de enero de 2019 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 32/2018 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA EN EL PORTAL DE SERVICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERACIÓN CON LA FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN (FIREL) DEL AUTORIZADO POR EL QUEJOSO. EL JUEZ DE DISTRITO ESTÁ FACULTADO 
PARA DESECHARLA DE PLANO AL NO APRECIARSE LA VOLUNTAD DE QUIEN APARECE COMO 
PROMOVENTE. 
 
La implementación del Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación y la utilización de la 
firma electrónica a que hacen referencia el artículo 3o. de la Ley de Amparo, el Acuerdo General 
Conjunto Número 1/2013 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica 
Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al expediente electrónico y el Acuerdo 
General Conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de 
amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia 
Penal Federal, para presentar demandas, recursos, promociones y documentos, recibir 
comunicaciones, notificaciones oficiales y consultar expedientes, acuerdos, resoluciones y 
sentencias relacionados con los asuntos de la competencia de los órganos jurisdiccionales a través 
de los sistemas tecnológicos del Consejo y del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la 
Federación, no implicaron soslayar el principio de "instancia de parte agraviada" contenido en los 
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artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6o. de la Ley 
de Amparo, sino que únicamente tuvieron como objetivos fundamentales, entre otros, simplificar 
la actuación procesal de los órganos jurisdiccionales y modernizar el sistema de impartición de 
justicia, al otorgar validez a las promociones judiciales realizadas a través de medios digitales como 
el correo electrónico y la firma electrónica, con los mismos efectos jurídicos que los comunicados 
oficiales y las firmas autógrafas. En ese sentido, cuando se presenta una demanda de amparo en el 
Portal indicado, firmada electrónicamente con la FIREL de la persona que el quejoso señala como su 
autorizado en el escrito de demanda, no puede considerarse una irregularidad de las previstas en el 
numeral 114 de la Ley de Amparo que dé lugar a requerir o prevenir al quejoso para que comparezca 
a ratificar el escrito de demanda, pues al no contener su firma electrónica no se aprecia la voluntad 
de quien aparece como promovente, es decir, no hay instancia de parte y, consecuentemente, el 
Juez de Distrito está facultado para desecharla de plano. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 47/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y Administrativa del Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 8 de octubre de 2018. Mayoría de ocho votos de 
los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz con precisiones, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales; votó en contra: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ausentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, 
al resolver la queja 87/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo 
Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver la queja 256/2017. 
 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de noviembre en curso, aprobó, con el número 32/2018 (10a.), la 
tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintinueve de noviembre de dos mil 
dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 


